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REF. EXPEDIENTE NÚM. 11001-03-24-4000-2005-00221-01
ACTORA: ODILIA BARRERA BOHORQUEZ

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

CONSEJERO PONENTE: DOCTOR MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
Bogotá, D.C., ocho (8) de agosto de dos mil trece (2013)

Radicación núm.: 11001-03-24-4000-2005-00221-01.

Actor: ODILIA BARRERA BOHORQUEZ.

Acción: Nulidad.

Procede la Sala a dictar sentencia única instancia para resolver la demanda que ha dado origen al proceso de la referencia, instaurada por la ciudadana ODILIA BARRERA BOHORQUEZ en contra del Decreto 870 de 13 de mayo de 1974, expedido por el Gobierno Nacional, “por el cual se fijan los límites de los diferentes Municipios en que se divide la Intendencia del Casanare”. 

I.- ANTECEDENTES.
A.- La acción ejercida y las pretensiones de la demanda.

La mencionada demandante, en ejercicio de la acción de simple nulidad, consagrada en el artículo 84 del C.C.A., acude ante esta Corporación para solicitar la declaratoria de nulidad del citado Decreto 870 de 1974, en especial los artículos 2°, 9°, 16 y 17 del mismo. 

B.- Los hechos que le sirven de fundamento.

Se resumen así
:
1.- A través de la historia, el territorio de Casanare ha tenido identidad política, administrativa y territorial, cuyos principales acontecimientos se pueden sintetizar en el siguiente orden cronológico: en 1821 Casanare se crea como provincia autónoma; en 1831 se ratifica como Provincia, con capital Pore; en 1857 se integra al Estado Soberano de Boyacá, con capital  Moreno; en 1863 pasa a ser administrado por la Nación, con capital Tamara; en 1867 se ratifica su condición de Territorio Nacional; en 1877 su capital es Tame y luego se traslada a Nunchía; en 1886 se crea como Intendencia, con capital Orocué; en 1892 se erige como Intendencia Nacional de Casanare; en 1905 se fusiona con el territorio de San Martín; en 1905-07 el Presidente Rafael Reyes lo crea como nuevo departamento; en 1911 se estableció como Comisaría Especial y se integró al Departamento de Tundama; en 1912 se ratifica a Casanare como territorio de Boyacá; en 1940 se convierte en la Comisaría de Casanare, con capital Nunchía; en 1952 vuelve a ser parte del Departamento de Boyacá; en 1973 se erige en Intendencia mediante la Ley 19 de 28 de noviembre, y la Constitución Política de 1991, en su artículo 309, lo erige en Departamento. 
2.- Hacia finales de la década del 60 y principios de los 70, los municipios del Departamento de Boyacá mantenían sus límites territoriales de acuerdo con la tradición, las costumbres y algunos acuerdos entre entidades locales.

3.- En el año de 1972, el Departamento de Boyacá, que incluía el territorio de Casanare, inició el procedimiento para la fijación de límites territoriales de todos los municipios de su jurisdicción, en aplicación de lo dispuesto en la Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940, para lo cual se acudió al apoyo y asesoría del Instituto Geográfico Agustín Codazzi  (en adelante IGAC).

4.- Durante el transcurso del año 1972 se realizaron las convocatorias de que trata el artículo 11 del Decreto 803 de 1940, como se constata con algunas actas que se anexan a la demanda.

5.- En cada una de las referidas actas se dejó constancia que no existe ley, decreto u ordenanza u otro documento que fije el límite entre el municipio de Nunchía y sus vecinos municipios.

6.- Una vez concluidas las convocatorias de todos los municipios boyacenses que tenían existencia jurídica en 1972, el Gobierno Departamental presentó a la Asamblea de Boyacá un proyecto de ordenanza de cara a dar carácter legal a los límites acordados por las autoridades municipales que participaron en las diligencias de deslinde.

7.- Encontrándose en trámite dicho proyecto de ordenanza, se expidió la Ley 19 de 28 de noviembre de 1973, que creó la Intendencia de Casanare segregándola del Departamento de Boyacá, y de conformidad con su artículo 2° la nueva Intendencia quedó conformada por los municipios de Paz de Ariporo, Trinidad, Aguazul, Támara, Yopal, San Luís de Palenque, Orocué, Nunchía, Hatocorozal, Monterrey, Maní, Pore, Sácama, Tauramena, Sabanalarga, La Salina, Chameza y Recetor.

8.- A partir de la vigencia de la indicada ley, la Asamblea de Boyacá perdió competencia para seguir tramitando el referido proyecto de ordenanza sobre límites de los municipios de ese departamento, lo que trajo como consecuencia que los 18 municipios que conformaron la nueva Intendencia quedaron sin fijación de límites mediante norma positiva.

9.- Antes de la expedición de la Ley 19 de 1973 ni después de su vigencia, ni el Ministerio de Minas ni el de Gobierno Nacional solicitaron al IGAC procedimiento alguno para fijar los límites entre los municipios de la nueva Intendencia de Casanare con arreglo a lo dispuesto en la Ley 62 de 1939 y el Decreto 803 de 1940.

10.- De conformidad con el documento denominado “Límites del Departamento de Boyacá IGAC 1972”, el Municipio de Nunchía mantiene límites con el Municipio de Orocué, pero en el artículo 9° del decreto demandado inexplicablemente desaparece ese límite, pese haberse suscrito entre los dos municipio acta de deslinde.

1. 3. Las normas violadas y el concepto de la violación
.

Se formulan los siguientes cargos
:

PRIMER CARGO.- “Violación de la norma superior en que debió fundarse el Decreto 870 de 13 de mayo de 1974”.

Sostiene que  con los hechos narrados y los documentos emanados de las autoridades nacionales y el IGAC, se demuestra que el acto acusado violó la norma sustancial por falta de aplicación al desconocer los procedimientos previos que debían agotarse y que están expresamente señalados en la Ley 62 de 1939 y en los artículos 2° y siguientes del Decreto 803 de 1940 y, en este sentido, no pueden tenerse como tales los procedimientos realizados por el IGAC para fijar los límites de los municipios de Boyacá antes de ser segregado el territorio de Casanare, pues el texto del acto acusado no coincide con tales documentos, ni con las actas de convocatoria ni de notificación a los municipios.

Aduce que si bien en el año de 1972 el IGAC realizó un procedimiento con apego a la normatividad citada con miras a que el Gobierno de Boyacá  diera carácter legal a los límites entre sus municipios, entre los cuales se encontraban los de Casanare, en el acto acusado no se refleja procedimiento alguno previo para su expedición.

SEGUNDOCARGO.- “FALSA MOTIVACIÓN”.

Expone que pese a que el acto acusado se expidió en desarrollo de las facultades que le confiere al Gobierno Nacional el artículo 4° de la Ley 2° de 1943, toda declaración de voluntad de la administración exige motivación, al menos en forma sumaria, pero como dicho acto carece de ella, se encuentra viciado de falsa motivación, y sostiene que en ejercicio de esas facultades el Ejecutivo no puede prescindir de las normas que establecen el procedimiento y fijar límites de manera arbitraria a las entidades territoriales.

TERCER CARGO.- “QUEBRANTAMIENTO DEL DEBIDO PROCESO”.

Sostiene que se incurre en violación del debido proceso, pues para la expedición del acto acusado se omitió la aplicación de los artículos 2° y siguientes del Decreto 803 de 1940.

CUARTO CARGO.- “EXPEDICIÓN IRREGULAR DEL ACTO”.

Aduce que para expedir el acto acusado, el Gobierno no podía actuar discrecionalmente, porque su voluntad tenía las limitantes que imponen la Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940, procedimiento que no se agotó, por lo que está viciado por una falencia de forma que se refleja en la falta del procedimiento previo.

II.- LAS CONTESTACIONES DE LA DEMANDA.
1.- El Ministerio del Interior y de Justicia  se opuso a las pretensiones de la demanda con base en los argumentos que se resumen a continuación
:

El acto demandado se expidió por el Presidente de la República en desarrollo de las facultades conferidas por el artículo 4° de la Ley 2° de 1943, en virtud del cual correspondía al Gobierno Nacional, en las intendencias y comisarías, crear y suprimir municipios y provincias y agregar o segregar términos municipales, con arreglo a la base de población y demás condiciones determinadas en las leyes sobre la materia. 

Señala que en los artículos finales del acto acusado se señaló expresamente que los límites fijados en el decreto correspondían a los que se hallaban dibujados sobre las planchas elaboradas por el IGAC, conforme a las disposiciones de la Ley 62 de 1939 y del Decreto 803 de 1940, y que en dichos términos quedaban sustituidos los linderos fijados por disposiciones anteriores.

Manifiesta que según información de la Dirección de Asuntos Territoriales y Orden Público del Ministerio del Interior y de Justicia, analizado el caso con el IGAC se pudo establecer que la norma demandada surtió el debido trámite con la asistencia de dicho Instituto, pues tal y como se evidencia en el artículo 20 del Decreto 870 de 1974, el Gobierno Nacional se remitió para efectos de los límites intermunicipales de Casanare a los que el IGAC había establecido para la Intendencia en la cartografía correspondiente.

Expresa que no puede perderse de vista que si los municipios segregados del Departamento de Boyacá e integrantes de la nueva Intendencia de Casanare, en 1974 ya habían sido alinderados por actos anteriores y las planchas respectivas reposaban el IGAC, es lógico que el Gobierno Nacional se remitiera en su integridad a dichos antecedentes para la fijación de los límites territoriales respectivos.

Finalmente, manifiesta que resultaría a todas luces inconveniente y perjudicial para el Departamento de Casanare que una norma que ha servido de soporte limítrofe intermunicipal durante más de 30 años fuere retirada del ordenamiento jurídico, en especial porque el punto álgido que presumiblemente interesa a la demandante es el sector Nunchía-Paya, donde se pretenden reclamar regalías petroleras, por cuenta de los Pozo Barqueña a favor del Municipio de Nunchía.

2.- El Departamento de Casanare contestó la demanda, y en el correspondiente escrito
 se limita a manifestar que en cuanto a sus pretensiones “Me opongo a la prosperidad de las mismas por cuanto el Decreto demandado fue expedido dentro de la normatividad legal.”

3.- El Departamento de Boyacá dio contestación a la demanda
 oponiéndose a sus pretensiones, argumentando que la facultad del Gobierno Nacional para establecer los límites de la entonces Intendencia del Casanare deriva precisamente del hecho de ser Intendencia.

Propone la excepción de cosa juzgada, por cuanto esta Sección, bajo la radicación núm. 97, emitió la sentencia de 14 de febrero de 1990, mediante la cual se decidió en forma adversa la acción de nulidad ejercida contra el mismo decreto acusado en este proceso, y en cuya demanda se propusieron los mismos argumentos que expone la ahora demandante. 
III.- LAS COADYUVANCIAS.
Al proceso concurrieron en calidad de coadyuvantes de las pretensiones de la demanda las siguientes personas y/o entidades para exponer los argumentos que se resumen a continuación en relación con cada uno de ellas.

1.- AMILCAR RODRÍGUEZ BOHORQUEZ.- Sostiene que el acto acusado infringe las normas en que debía fundarse, esto es, la Ley 62 de 1939 y el Decreto 803 de 1940, por cuanto no se agotaron los procedimientos en ellos establecidos previos a su expedición.

Manifiesta que si bien en los años 1972 y 1973 el IGAC realizó el deslinde los municipios que en ese entonces formaban parte del Departamento de Boyacá y que posteriormente integraron el Departamento de Casanare para efectos de un proyecto de Ordenanza que se tramitaba en la Asamblea Departamental, agotando de esta manera los procedimientos establecidos en la Ley 62 de 1939 y su Decreto Reglamentario 803 de 1940, en oficio que remitió dicha entidad con destino al proceso se consigna que “…los límites entre los municipio de Nunchía y Orocué contenidos en el acta de deslinde de 6 de junio de 1972, son iguales a los del proyecto de ordenanza de 1972, pero diferentes a los del Decreto 870 de 1974.” Y en otro acápite del pronunciamiento del IGAC se lee que “Los municipio de Orocué y Nunchía suscribieron el acta de deslinde de fecha 6 de junio de 1972, desconocemos las razones por las cuales este límite no aparece en el Decreto 870 de 1974”, lo que significa que al desaparecer en el citado decreto el límite fijado entre los municipios de Nunchía y Orocué, el Gobierno segregó términos municipales y se los agregó al Municipio de San Luís de Palenque por las vías de hecho, es decir, sin atender las bases de población y demás condiciones que determinen las leyes sobre la materia (art. 4° Ley 2° de 1943).

De otra parte, sostiene que el acto acusado se expidió en forma irregular, pues el IGAC nunca fue llamado ni participó en el trámite de su expedición.
De la misma manera, estima que se violó el debido proceso, pues teniendo en cuenta que el artículo 10° de la Ley 2° de 1943 dispuso que el Gobierno ejercería las funciones que en los departamentos corresponden a las Asambleas Departamentales, forzoso es concluir que para agregar o segregar términos municipales o crear o suprimir municipios, el Ejecutivo debía agotar el debido procedimiento que para los mismos efectos tenían que agotar las Asambleas Departamentales, lo cual no sucedió pues el Gobierno Nacional no convocó al IGAC para realizar lo de su competencia con todos y cada uno de los municipios de la nueva Intendencia de Casanare en virtud de la Ley 19 de 1973.
Sostiene que el hecho de que al desaparecer en el decreto acusado los límites fijados entre los municipio de Nunchía y Orocué, el Gobierno Nacional segregó términos municipales y  se los agregó al Municipio de San Luís de Palenque por las vías de hecho, es decir, sin atender las bases de población “y demás condiciones que determinen las leyes sobre la materia” (art. 4° Ley 2° de 1943)., y añade que en ninguno de los literales del artículo 19 del acto acusado aparece el Municipio de Nunchía colindando con el Municipio de Orocué, pese a la existencia del Acta de 6 de junio de 1972 y el documento llamado “proyecto de ordenanza de 1972”, por lo que este cercenamiento territorial al Municipio de Nunchía se produjo dejando de lado el debido proceso y el derecho de defensa de la entidad que fue objeto de la mutilación territorial, lo cual se demuestra con la certificación escrita expedida por el IGAC, que resquebraja la presunción de legalidad de dicho acto.
Adicionalmente, indica  que el decreto acusado, en la práctica, dejó prácticamente sin territorio al Municipio de Nunchía, el que fue repartido entre sus homólogos de Orocué, San Luís de Palenque y Yopal. 

Finalmente, respecto de la falsa motivación que se atribuye al acto acusado en la demanda, estima que se incurre en este vicio, pues no existe parte motiva en el mismo en que se dé cuenta del agotamiento previo de los procedimientos de que tratan la Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940. 
2.- LUIS YAMIT GÓMEZ SÁNCHEZ.
Considera que el acto acusado incurre en infracción a normas superiores y  falsa motivación, toda vez que el artículo 4° de la Ley 2° de 1943 no facultó al Gobierno Nacional para fijar límites a los municipios de Casanare, pues tal competencia está asignada por el numeral 4 del artículo 60 del Decreto-ley 1222 de 1986 y 10 de la Ley 2° de 1943 a las Asambleas Departamentales o Consejos Intendenciales. Por ello, sostiene 
que al fijar los límites de los diferentes municipios sin haber creado uno nuevo, el decreto acusado adolece de un vicio sustantivo por aplicación indebida y por interpretación errónea.
Respecto de los cargos de falta de competencia del Gobierno Nacional, quebrantamiento del debido proceso y expedición irregular del acto acusado, los argumentos son similares a los expresados por el coadyuvante Amílcar Rodríguez, por lo cual a ellos se remite la Sala. 

III. LOS ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Dentro del término concedido para presentar alegatos de conclusión, se pronunció oportunamente la parte actora, quien propone el nuevo cargo de violación del artículo 4° de la Ley 19 de 1993 en que se funda el acto acusado, con el argumento de que él “…sólo faculta al Gobierno Nacional en las Intendencias y Comisarías para crear y suprimir municipios. Agregar o segregar términos municipales. Sin mayor esfuerzo intelectual la fijación de límites a entidades territoriales ya existentes, no aparece en esas facultades. El Decreto 870 de 1974 no creó ningún municipio. No suprimió municipio alguno. Pudo haber agregado o segregado términos municipales al ejercer la facultad no conferida por la ley al fijar el límite a los municipios que teniéndolos dentro del Departamento de Boyacá, pasaban a formar parte de la Intendencia de Casanare.”

También se pronunciaron la parte demandada, el Ministerio del Interior y de Justicia y los ciudadanos Amilcar Rodríguez Bohórquez y Luís Yamid Gómez Sánchez quienes esencialmente reiteran los mismos argumentos de su intervención en el proceso e invocan como violados los artículo 4° y 10° de la Ley 19 de 1993.
El Departamento de Boyacá lo hizo extemporáneamente. 

IV.- EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
En el escrito que lo contiene
, el señor Procurador Primero Delegado ante esta Corporación,  se ocupa inicialmente de la excepción de cosa juzgada, propuesta por el Departamento de Boyacá.
Al respecto, luego de transcribir apartes de la sentencia de 14 de febrero de 1990 proferida por esta Sección con ponencia del Consejero Doctor Simón Rodríguez Rodríguez, en el que se debatió la legalidad parcial del mismo acto administrativo que se demanda en este proceso y mediante la cual se denegaron las pretensiones de anulación formuladas, considera que si bien de la misma no es posible predicar el acaecimiento de la cosa juzgada, si lo es respecto de la aclaración que de dicha sentencia se hizo por providencia de 5 de abril de 1990, en la que “…resalta que el demandante alegó la violación por parte del Decreto acusado del artículo 4° de la Ley 2° de 1943, en cuanto prevé la agregación o segregación de términos municipales “(…) con arreglo a la base de población y demás condiciones que determinen las leyes sobre la materia (…)”, así como la violación del procedimiento previsto en la Ley 62 de 1939, razón por la que existe identidad de causa petendi y, como conciencia de ello, el Honorable Consejo de Estado deberá proferir sentencia inhibitoria, por existir para este cargo sentencia desestimatoria de las pretensiones del actor, sustentada en dicho cargo.”

De otra parte, resalta que en la mencionada sentencia no existió pronunciamiento respecto del cargo de violación del artículo 10° de la Ley 2° de 1943, propuesto por el coadyuvante Amílcar Rodríguez, que se sustenta en que el legislador no facultó al Gobierno Nacional para fijar límites territoriales a los municipios, lo cual es competencia del Consejo Intendencial, y sobre el particular considera que conforme al artículo 4° de dicha ley, el Gobierno sí tenía la facultad de expedir el decreto acusado, en tanto que con la fijación de los límites de los diferentes municipios que integran la Intendencia, se agregan y segregan términos municipales.

Por las anotadas razones, en su criterio estima que deben denegarse las pretensiones de la demanda  

V.- CONSIDERACIONES DE LA SALA
El acto acusado:

El texto del acto cuya declaratoria de nulidad se solicita, es del siguiente tenor:
“DECRETO NÚMERO 870 DE 1974

(mayo 13)
Por el cual se fijan los límites de los diferentes Municipios en que se divide la                          Intendencia de Casanare
El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las facultades que le confiere el artículo 4° de la Ley 2° de 1943, 
DECRETA:
Artículo primero.- La Intendencia Nacional de Casanare estará dividida en los Municipios que a continuación se relacionan: Yopal, Aguazul, Chameza, Hato Corozal, La Salina, Maní, Monterrey, Nunchía, Orocué, Paz de Ariporo, Pore, Recetor, Sabanalarga, Sácama, San Luís de Palenque, Tamara, Tauramena y Trinidad.

Artículo segundo.- Los límites del Municipio de Yopal son los siguientes:
a) Con el Municipio de Nunchía:
Partiendo del puente “Vega de Paya”, sobre el río Payero, donde concurren los territorios de Yopal y Nunchía en el límite con el Departamento de Boyacá, se sigue el río Payero hasta su desembocadura en el río Tocaría; se continúa por el río Tocaría, aguas abajo, hasta la desembocadura del caño Sirivana, donde concurren los territorios de Yopal, Nunchía y San Luís de Palenque.
b) Con el Municipio de San Luís de Palenque:

Partiendo de la desembocadura del Caño Sirivana en el río Tocaría, donde concurren los territorios de Yopal, Nunchía y San Luís de Palenque se sigue el río Tocaría hasta su desembocadura en el río Cravo Sur; se continúa por el río Cravo Sur, aguas abajo, hasta la desembocadura del Caño Seco o donde concurren los territorios de Yopal, San Luís de Palenque y Orocué.
c) Con el Municipio de Orocué:

Partiendo de la desembocadura del Caño Seco en el río Cravo Sur (sitio denominado Quebradaseca), donde concurren los territorios de Yopal, San Luís de Palenque y Orocué, se sigue por el camino Real hasta encontrar el antiguo camino ganadero que de El Algarrobo conduce Maní y Villavicencio; se continúa por el camino ganadero citado y en una dirección general Sureste (SW), hasta el sitio denominado Paso Real, sobre el Caño Guariamena, donde concurren los territorios de Yopal, Orocué y Maní.
d) Con el Municipio de Maní:
Partiendo del sitio Paso Real, sobre el Caño Guariamena, donde concurren los territorios de Yopal, Orocué y Maní, (antiguo camino ganadero que de El Algarrobo conduce a Maní), se sigue el Caño Guariamena, aguas arriba, hasta el curso carreteable que del Hato “La Lucha” conduce a las “Sabanas del Corozal”; se continúa por el referido carreteable (borde norte) hasta el río Charte y por éste, aguas arriba, al cruce del carreteable que del sitio El Nogal conduce a la Escuela Salitrico, donde concurren los territorios de Yopal, Maní y Aguazul.
e) Con el Municipio de Aguazul:
Partiendo del cruce del carreteable que del sitio El Nogal conduce a la Escuela Salitrico con el río Charte, donde concurren los territorios de Yopal, Maní y Aguazul, se sigue el río Charte, aguas arriba, hasta su intersección con la cuchilla de Guaimará, donde concurren los territorios de Yopal y Aguazul en el límite con el Departamento de Boyacá.
f) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo tercero.- Los límites del Municipio de Aguazul, son los siguientes:
a) Con el Municipio de Yopal:

Los descritos en el artículo segundo, ordinal e) de este Decreto.
b) Con el Municipio de Maní:

Pariendo de la intersección del carreteable que de El Nogal conduce a la Escuela Salitrico con el río Charte donde concurren los territorios de Yopal y Maní; se sigue el referido carreteable por su borde occidental y luego Noroccidental hasta el río Unete; se continúa por el rio Unete, aguas arriba, hasta donde se inicial el carreteable que conduce del sitio La Pura hasta las Delicias; se sigue la  vía citada hasta el Caño Tinige y por éste hasta su desembocadura en el río Cusiana; por el río Cusiana, aguas arriba, hasta la desembocadura del Caño Saboa, donde concurren los territorios de Aguazul, Maní y Tauramena.
c) Con el Municipio de Tauramena:

Partiendo de la desembocadura del Caño Saboa, en el río Cusiana, donde concurren los territorios de Aguazul, Maní y Tauramena, se sigue el río Cusiana; por el río Cusiana, aguas arriba, hasta la desembocadura del río Salinero donde concurren los territorios de Aguazul, Tauramena y Recetor.
d) Con el Municipio de  Recetor:

Partiendo de la desembocadura del río Salinero en el río Cusiana, donde concurren los territorios de Aguazul, Tauramena y Recetor, se sigue el río Cusiana, aguas arriba, hasta la desembocadura de la quebrada Costa Grande, donde concurren los territorios de Aguazul y Recetor en el límite con el Departamento de Boyacá.
e) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo cuarto.- Los límites del Municipio de Chámeza son los siguientes:
a) Con el Municipio de Recetor:

Partiendo del nacimiento del río Sunce en la cuchilla Las Lisas, donde concurren los territorios de Chámeza y Recetor en el límite con el Departamento de Boyacá, se sigue el río Sunce hasta su desembocadura en el río Salinero; se continúa por el río Salinero, aguas arriba, hasta la desembocadura de la quebrada la Raya, donde concurren los territorios de Chámeza, Recetor y Tauramena.
b) Con el Municipio de Tauramena:

Partiendo de la desembocadura de la quebrada la Raya en el río Salinero, donde concurren los territorios de Chámeza, Recetor y Tauramena, se sigue la quebrada la Raya hasta su nacimiento en la cuchilla de Las Cruces; se continúa por la cuchilla las cruces y luego por la cuchilla de San Martín para seguir luego, en dirección general Oeste (W), por las cabeceras del río Caja hasta la peña El Retiro, donde concurren los territorios de Chámeza y Tauramena en el límite con el Departamento de Boyacá.
c) Con el Departamento de Boyacá. 

Artículo quinto.-  Los límites del Municipio de Hato Corozal son los siguientes:
a) Con el Municipio de Paz de Ariporo:

Partiendo de la desembocadura del río Ariporo, en el río Casanare, donde concurren los territorios de Hato Corozal y Paz de Ariporo en el límite con la Intendencia de Arauca, se sigue el río Ariporo, aguas arriba, hasta la desembocadura del río Tate; se continúa por el río Tate hasta su nacimiento en el cerro de Manare, donde se encuentra el vértice geodésico denominado “Manare 1136”, donde concurren los territorios de hato Corozal, Paz de Ariporo, Tamara y Sácama.
b) Con el Municipio de Sácama:

Partiendo del cerro Manare, donde se encuentra el vértice geodésico denominado “Manare 1136”, donde concurren los territorios de Hato Corozal, Paz de Ariporo, Tamara y Sácama, se sigue por la mayor elevación de la cuchilla hasta el nacimiento de la quebrada Casirbita en el alto El Tunebo; se continúa por la quebrada Casirbita hasta su desembocadura en el río Casanare, donde concurren los territorios de Hato Corozal y Sácama, en el límite con la Intendencia de Arauca. 

c) Con la Intendencia de Arauca.

Artículo sexto.- Los límites del Municipio La Salina son los siguientes:
a) Con el Municipio de Sácama:

Partiendo de la desembocadura de la quebrada El Mirador en el río Casanare, donde concurren los territorios de La Salina y Sácama en el límite con la Intendencia de Arauca, se sigue la quebrada El Mirador hasta su nacimiento en el río Mirador; se continúa en dirección sureste (SW) hasta el alto Las Lajas y finalmente al alto El Poleo donde concurren los territorios de La Salina y Sácama en el límite con el Departamento de Boyacá.

b) Con el Departamento de Boyacá.
c) Con la Intendencia de Arauca.

Artículo séptimo.- Los límites del Municipio de Maní son los siguientes:
a) Con el Municipio de Tauramena:

Partiendo de la desembocadura del Caño Guira en el río Meta, donde concurren los territorios de Maní y Taura- (sic) sigue hasta su desembocadura en el Caño Saboa; se sigue el Caño Guira, aguas arriba, hasta el sitio Veracruz; se continúa por el borde sur del carreteable que conduce de Veracruz a Piñalito hasta la cañada del Piñalito, la que se sigue hasta su desembocadura en el Caño Sabana; se sigue por el Caño Saboa hasta su desembocadura en el río Cusiana, donde concurren los territorios de Maní, Tauramena y Aguazul.
b) Con el Municipio de Aguazul:

Los descritos en el artículo tercero, ordinal b) de este Decreto.
c) Con el Municipio de Yopal:

Los descritos en el artículo segundo, ordinal d) de este Decreto.
d) Con el Municipio de Orocué:

Partiendo de la Intersección del antiguo camino ganadero que de El Algarrobo conduce a Maní con el Caño Guariamena en el sitio Paso Real, donde concurren los territorios de Maní, Orocué y Yopal, se sigue el Caño Guariamena hasta su desembocadura en el río Meta, donde concurren los territorios de Maní y Orocué en el límite con el Departamento del Meta.
e) Con el Departamento del Meta.

Artículo octavo.- Los límites del Municipio de Monterrey son los siguientes:
a) Con el Municipio de Tauramena:
Partiendo del cerro “Pabellón” donde concurren los territorios de Monterrey y Tauramena en el límite con el Departamento de Boyacá, se sigue el río Túa desde su nacimiento hasta el punto “Banco del Oso”; se continúa por el camino que conduce a la escuela El Oso y luego por la cuchilla El oso hasta el nacimiento del río Tacuya; se sigue por el río Tacuya hasta su desembocadura en el río Túa, donde concurren los territorios de Monterrey, Tauramena y Sabanalarga.
b) Con el Municipio de Sabanalarga:

Partiendo de la desembocadura del río Tacuya en el río Túa donde concurren los territorios de Monterrey, Tauramena y Sabanalarga; se sigue el río Túa, aguas arriba, hasta la desembocadura de la quebrada La Nuya; se continúa por la quebrada La Nuya hasta la desembocadura de la quebrada Melera y por ésta hasta su nacimiento en la loma Los Guaneyes. De la loma Los Guaneyes se sigue a la loma Silbadero y pasando por el vértice geodésico número 907 se desciende a la quebrada La Piñalera; se sigue la quebrada La Piñaleras, aguas arriba, hasta la desembocadura de la quebrada Agua Blanca y por ésta hasta su nacimiento en la cuchilla de Palmichal, donde concurren los territorios de Monterrey y Sabanalarga en el Límite con el Departamento de Boyacá.
c) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo noveno.- Los límites del Municipio de Nunchía son los siguientes:
a) Con el Municipio de Támara:

Partiendo de la intersección del filo “El Chulo” con el río Nunchía donde concurren los territorios de Nunchía y Támara en el límite con el Departamento de Boyacá se sigue en dirección Noreste (NE) por el divorcio de aguas hasta el Alto de La Cruz; se continúa en la misma dirección hasta el cerro Las Lajas y por el filo Aposentos hasta su terminación en el río Pauto en el sitio denominado “Aposentos”; se sigue el río Pauto, aguas abajo, hasta la desembocadura de la quebrada “Guaracura” donde concurren los territorios de Nunchía, Támara y Pore.
b) Con el Municipio de Pore:

Partiendo de la desembocadura de la quebrada Guaracura en el río Pauto, donde concurren los territorios de Nunchía, Támara y Pore, se sigue el río Pauto, aguas abajo, hasta su desembocadura en el Caño Boral, donde concurren los territorios de Nunchía, Pore y San Luís de Palenque
c) Con el Municipio de San Luís de Palenque:

Partiendo de la desembocadura del Caño Boral en el río Pauto, donde concurren los territorios de Nunchía, Pore y San Luís de Palenque, se sigue el Caño Boral, aguas arriba, hasta el carreteable que de El Despecho conduce a las Gaviotas; se continúa por el carreteable que pasa por el estero La Piña de Corozo, hasta el Caño Guanapalo; se sigue el Caño Guanapalo, aguas abajo, hasta el cruce de la carretera que  de San Luís de Palenque conduce a La Barquera; se continúa por el borde norte de esta carretera, en dirección oeste (W), hasta el caño de Sirivana, sitio “Paso del Sirivana”; se sigue el cauce del Caño Sirivana hasta su desembocadura en el río Tocaría, donde concurren los territorios de Nunchía, San Luís de Palenque y Yopal.
d) Con el Municipio de Yopal:  
Los descritos en el artículo segundo literal a) de este Decreto.
e) Con el Departamento de Boyacá

Artículo décimo.- Los límites del Municipio de Orocué son los siguientes:
a) Con el Municipio de Maní:

Los descritos en el artículo séptimo ordinal d) de este Decreto.
b) Con el Municipio de Yopal:

Los descritos en el artículo segundo literal c) de este Decreto.
c) Con el Municipio de San Luís de Palenque:

Partiendo de la desembocadura del Caño Seco, en el río Cravo Sur, donde concurren los territorios de Orocué, Yopal y San Luís de Palenque, se sigue el río Cravo Sur, aguas abajo, hasta la desembocadura del Caño Ocumare; se continúa por el Caño Ocumare, aguas arriba, hasta la desembocadura del Caño Santa Rosa y por éste hasta el cruce del carreteable que de Campoalegre conduce a San Felipe, Santa Ana, La Candelaria y La Palmita, quedando la vía en jurisdicción de Orocué, hasta el paso de la cañada Los Corzos; por la Cañada Los Corzos hasta la desembocadura en el Caño Guanapalo y finalmente, por  el Caño Guanapalo, hasta su desembocadura en el río Meta, donde concurren los territorios de Orocué y San Luís de Palenque en el límite con la Comisaría del Vichada.
d) Con la Comisaría del Vichada.

e) Con el Departamento del Meta.

Artículo decimoprimero.- Los Límites del Municipio de Paz de Ariporo son los siguientes: 
a) Con el Municipio de Trinidad:

Partiendo de la desembocadura del río Guachiría en el río Meta, donde concurren los territorios de Paz de Ariporo y Trinidad en el límite con la Comisaría del Vichada, se sigue el río Guachiría, aguas arriba, hasta la desembocadura del Caño Carupana, donde concurren los territorios de Paz de Ariporo, Trinidad y Pore.
b) Con el Municipio de Pore:

 Partiendo de la desembocadura del Caño Carupana en el río   Guachiría, donde concurren los territorios de Paz de Ariporo, Trinidad y Pore, se sigue el río Guachiría hasta su nacimiento en el cerro  Zamaricote (vértice geodésico “PORE  1138”), donde concurren los territorios de Paz de Ariporo, Trinidad y Pore.
c) Con el Municipio de Támara:

Partiendo del Cerro Zamaricote donde se halla el vertiente Geodésico “PORE 1138” y concurren los territorios de Paz de Ariporo, Pore y Támara, se sigue por el filo de la cuchilla hasta el alto quebrada Seca y luego el nacimiento de la quebrada Seca; se continúa por la quebrada Seca hasta su desembocadura en la quebrada Honda y por ésta, hasta su desembocadura en el río Ariporo; se sigue el río Ariporo, aguas abajo, hasta la desembocadura de la quebrada Potosí y por ésta, hasta su nacimiento en el cerro Las Mesas. Se continúa en dirección Norte (N) por el filo de la cuchilla hasta el cerro Manare, donde se halla el vertiente geodésico “MANARE 1136” y concurren los territorios de Paz de Ariporo, Sácama y Hato Corozal.
d) Con el Municipio de Hato Corozal:

Los descritos en el artículo quinto ordinal a) de este Decreto.
e) Con la Intendencia de Arauca.
f) Con la Comisaría del Vichada.

Artículo decimosegundo.- Los límites del Municipio de Pore son los siguientes:

a) Con el Municipio de Támara:
Partiendo de la desembocadura de la quebrada Guaracura en el río Pauto donde concurren los territorios de Pore, Támara y Nunchía se sigue por la quebrada Guaracura hasta su nacimiento; se continúa en dirección Noreste (NE) hasta el nacimiento de la quebrada Tamacho (brazo norte); se sigue por el filo de El Tablón hasta el nacimiento de quebrada La Pone y luego, por la loma Manatiga y cerro Pan de Azúcar hasta el vértice geodésico  “PORE 1138”, donde concurren los territorios de Pore, Támara y Paz de Ariporo.
b) Con el Municipio de Paz de Ariporo:

Los descritos en el artículo decimoprimero ordinal b) de este Decreto.
c) Con el Municipio de Trinidad:

Partiendo de la desembocadura del Caño Carupana en el río Guachiría, donde concurren los territorios de Pore, Paz de Ariporo y Trinidad, se sigue el Caño Carupana, aguas arriba, hasta la desembocadura del Caño Curimina y por éste, aguas arriba, hasta la cañada El Ceibal; se continúa por la cañada El Ceibal hasta su nacimiento cerca del río Viejo; se sigue el cauce del río Viejo, hasta su desembocadura en el río Pauto, donde concurren los territorios de Pore, Trinidad y San Luís de Palenque.
d) Con el Municipio de San Luís de Palenque:
Partiendo de la desembocadura del río Viejo en el río Pauto, donde concurren los territorios de Pore, Trinidad y San Luis de Palenque, se sigue el río Pauto, aguas arriba, hasta la desembocadura del Caño Boral, donde concurren los territorios de Pore, San Luís de Palenque y Nunchía. 
e) Con el Municipio de Nunchía:
Los descritos en el artículo noveno ordinal b) de este Decreto.

         Articulo decimotercero.- Los límites del Municipio de Recetor son los       siguientes:
a) Con el Municipio de Aguazul:
Los descritos en el artículo tercero ordinal d) de este Decreto.
b) Con el Municipio de Tauramena:

Partiendo de la desembocadura del río Salinero en el río Cusiana, donde concurren los territorios de Recetor, Aguazul y Tauramena; se sigue el río Salinero, aguas arriba, hasta la desembocadura de la quebrada la Raya, donde concurren los territorios de Recetor, Tauramena y Chámeza.
c) Con el Municipio de Chámeza: Los descritos en el artículo cuarto, literal a) de este Decreto.
d) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo decimocuarto.- Los límites del Municipio de Municipio  de Sabanalarga son los siguientes:

a) Con el Municipio de Monterrey:

Los descritos en el artículo octavo, ordinal b) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Tauramena:
Partiendo de la desembocadura del río Tacuya en el río Túa donde concurren los territorios de Sabanalarga, Monterrey y Tauramena; se Sigue el río Túa hasta su desembocadura en el río Meta, donde concurren los territorios de Sabanalarga y Tauramena en el límite con el Departamento del Meta.

c) Con el Departamento del Meta.
d) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo decimoquinto.-  Los límites del Municipio de Sácama son los siguientes:
a) Con el Municipio Hato Corozal: 

Los descritos en el artículo quinto ordinal b) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Támara:
Partiendo del cerro Manare (Vértice geodésico “Manare 1136”), donde concurren los territorios de Sácama, Hato Corozal, Támara y Paz de Ariporo, se sigue el filo de la cuchilla que separa las vertientes del río Casanare y el río Ariporo, pasando por el alto El Masato y el cerro El Llorón hasta el alto de Aguablanca, situado en la cuchilla del mismo nombre; se continúa por la cuchilla de Aguablanca hasta el vértice geodésico número 547, y de éste al cerro Vanegas, donde concurren los territorios de Sácama y Támara en el límite con el Departamento de Boyacá.

c) Con el Departamento de Boyacá.

d) Con el Municipio de la Salina:

Los descritos en el artículo sexto, ordinal a) de este Decreto.

e) Con la Intendencia de Arauca.

Artículo decimosexto.- Los límites del Municipio de San Luís de Palenque son los siguientes:

a) Con el Municipio de Orocué:

Los descritos en el artículo décimo, ordinal c) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Yopal:  
Los descritos en el artículo segundo, ordinal b) de este Decreto.

c) Con el Municipio de Nunchía:

Los descritos en el artículo noveno, ordinal c) de este Decreto.

d) Con el Municipio de Pore:

Los descritos en el artículo decimosegundo, ordinal d) de este Decreto.

e) Con el Municipio de Trinidad:

Partiendo de la desembocadura del río Viejo en el río Pauto donde concurren los territorios de San Luís de Palenque, Pore y Trinidad, se sigue el río Pauto hasta su desembocadura en el río Meta, donde concurren los territorios de San Luís de Palenque y Trinidad en el límite con la Comisaría del Vichada.

f) Con la Comisaría del Vichada.

Artículo decimoséptimo.- Los límites del Municipio de Támara son los siguientes:

a) Con el Municipio de Sácama:

Los descritos en el artículo decimoquinto, ordinal b) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Paz de Ariporo:

Los descritos en el artículo decimoprimero, ordinal c) de este decreto.

c) Con el Municipio de Pore:

Los descritos en el artículo decimosegundo, ordinal a) de este decreto.

d) Con el Municipio de Nunchía: Los descritos en el artículo noveno, ordinal a) de este Decreto.
e) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo decimoctavo.- Los límites del Municipio de Tauramena son los siguientes:

a) Con el Municipio de Chámeza:

Los descritos en el artículo cuarto, ordinal b) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Recetor:

Los descritos en el ordinal (sic) decimotercero, ordinal b) de este Decreto.

c) Con el Municipio de Aguazul:

Los descritos en el artículo tercero, ordinal c) de este Decreto.

d) Con el Municipio de Maní:

Los descritos en el artículo séptimo, ordinal a) de este Decreto.

e) Con el Departamento del Meta.

f) Con el Municipio de Sabanalarga:

Los descritos en el artículo decimocuarto, ordinal b) de este Decreto.

g) Con el Municipio de Monterrey:

Los descritos en el artículo octavo, ordinal a) de este Decreto.

h) Con el Departamento de Boyacá.

Artículo decimonoveno.- Los límites del Municipio de Trinidad son los siguientes:

a) Con el Municipio de San Luis de Palenque:

Los descritos en el artículo decimosexto, ordinal e) de este Decreto.

b) Con el Municipio de Pore:

Los descritos en el artículo decimosegundo, ordinal c) de este Decreto.

c) Con el Municipio de Paz de Ariporo:

Los descritos en el artículo decimoprimero, ordinal a) de este Decreto.

d) Con la Comisaría del Vichada.

Artículo vigésimo.- Los límites que se fijan en el presente Decreto corresponden a los que se hallan dibujados sobre las planchas elaboradas en el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”, conforme a las disposiciones de la Ley 62 de 1939 y del Decreto número 803 de 1940.

Artículo vigesimoprimero.- Con el presente Decreto y en los términos de los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19, quedan sustituidos, en las partes pertinentes a los linderos que se fijan, todas las disposiciones legales vigentes.

Artículo vigesimosegundo.- Este Decreto empezará a regir a partir de la fecha de su expedición.”

La excepción propuesta:

En lo que respecta a la excepción de cosa juzgada planteada por el apoderado del Departamento de Boyacá, advierte la Sala que tal figura se encuentra regulada en el artículo 175 del C.C.A., cuyo tenor, en lo pertinente, es el siguiente:

"Art. 175.- La sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo tendrá fuerza de cosa juzgada erga omnes.

La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada erga omnes pero sólo en relación con la causa petendi juzgada.

(…)”

El decreto acusado ciertamente fue objeto de una acción de nulidad anterior, que culminó con la sentencia de esta Sala del 14 de febrero de 1990, radicación número 97, Consejero Ponente doctor Simón Rodríguez Rodríguez, cuya copia y aclaración debidamente autenticadas por el Secretario de la Sección obra a folios 208 a 230 del expediente.  

Ahora bien, para determinar si en este asunto se presenta la cosa juzgada, la Sala considera que ella debe evaluarse de acuerdo con los requisitos que para tal efecto consagra el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil, cuales son: 

a) Que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto. 

b) Que se funde en la misma causa anterior. 

c) Que en los procesos haya identidad jurídica de parte. 

Por tanto, a continuación se examinarán los dos procesos a la luz de lo dispuesto en el citado artículo 332 del C. de P.C., teniendo presente que ellos han tenido origen en la acción de simple nulidad. 

a) En cuanto al primero de los requisitos mencionados, es decir, la identidad de objeto, resulta evidente que tanto en el proceso radicado bajo el No. 1911, como en el que ahora es objeto de decisión, las pretensiones de las demandas no son las mismas, pues si bien en ambos se pretende la declaratoria de nulidad del Decreto 870 de 1974, expedido por el Gobierno Nacional, en el primero lo fue en forma parcial
 y en el segundo lo es en su integridad y/o respecto de algunos de sus artículos.  
b) Por lo que concierne al requisito de la identidad de causa, “causa petendi juzgada”, como lo denomina el artículo 175 del C.C.A., la cual consiste en que los motivos de nulidad alegados en ambos procesos sean los mismos, la Sala constata que las razones que sirvieron de fundamento para solicitar la nulidad parcial del acto acusado en el primer proceso consistieron en los vicios de procedimiento que se le atribuyeron para su expedición por desconocimiento del artículo 4° de la Ley 2° de 1943 y 8° de la Ley 62 de 1939, las cuales no coinciden con las expuestas en el asunto sub examine, que se fundamentan en que para expedir dicho acto el Gobierno Nacional desconoció los procedimientos previos que debían agotarse para su expedición, contenidos en la Ley 62 de 1939 y el Decreto reglamentario 803 de 1940, amén de atribuírsele los cargos de falsa motivación, quebrantamiento del debido proceso y expedición irregular. 
c) En lo referente a la presencia del tercer requisito, identidad jurídica de las partes, ésta no tiene aplicación en los procesos contencioso administrativos de nulidad, pues en estos la parte actora no promueve la acción en interés particular sino que lo hace en interés de la preservación del orden jurídico. 

Las consideraciones que anteceden son suficientes para desestimar la excepción propuesta, como se dispondrá en la parte dispositiva de esta providencia.

De otra parte, advierte la Sala que no se pronunciará sobre la  presunta violación de los artículos 4° y 10° de la Ley 2° de 1943 alegadas por la parte actora y por los coadyuvantes, la primera en su alegato de conclusión y los segundos en el escrito de su intervención en el proceso y el alegato de conclusión, pues debe recordarse que la única oportunidad que tiene la parte actora en acciones como la ejercida para indicar las normas violadas y explicar su concepto de violación es en el escrito de demanda
 o en su corrección y en manera alguna en las subsiguientes etapas procesales, pues el admitirse conllevaría a la violación del derecho de defensa de las demás partes que intervengan en el proceso. 

De igual forma, también debe recordar la Sala que los intervinientes en calidad de coadyuvantes en los procesos de la misma naturaleza, están sujetos a las limitaciones que les impone tal calidad, por lo cual solo están habilitados para reforzar los argumentos de violaciones normativas invocadas en la demanda o su corrección, por lo cual no les es dable aducir en contra del acto administrativo de que se trate nuevas disposiciones de orden legal o constitucional en sustento de las pretensiones anulatorias de la demanda.      

Pues bien, se demanda la declaratoria de nulidad del Decreto 870 de 1974, “por medio del cual se fijan los límites de los diferentes municipios en que se divide la Intendencia de Casanare” (hoy Departamento de Casanare) en su totalidad, expedido por el Presidente de la República y, en su defecto, la nulidad de los artículos 2°, 9°, 10°, 16 y 17 del mismo.

Precedente normativo del acto acusado y normatividad actual:

Como se advierte, en 1974, año en que se expidió el acto acusado, regía la Constitución Política de 1986, la cual disponía en sus artículos 6° y 186, respectivamente, que solo por ley aprobada con los requisitos expresamente señalados en la misma, se podrían variar los límites de los departamentos y, de otra parte, que correspondía a las Asambleas Departamentales crear o suprimir municipios, así como agregar o segregar términos municipales, aunque en este último caso, de presentarse conflicto, resolvía definitivamente el Congreso.

Por su parte, la Ley 2° de 1943, fundamento del acto demandado, por el cual se dictaron normas sobre administración, división administrativa y régimen electoral de las intendencias y comisarías, señaló que de conformidad con el artículo 5° constitucional, las Intendencias y Comisarías estaban bajo la administración inmediata del Gobierno Nacional el cual, además de las funciones ejecutivas y administrativas, ejercía en ellas las que en los departamentos correspondía a las Asambleas Departamentales.

En ese sentido, el artículo 4° de la misma Ley señalaba que correspondía al Gobierno Nacional, en las Intendencias y Comisarías, crear y suprimir municipios y provincias, agregar o segregar términos municipales con arreglo a la base de población y demás condiciones establecidas en las leyes sobre la materia, así como crear, organizar y suprimir corregimientos Intendenciales o comisariales.

En la actualidad, la Constitución de 1991 hace referencia al tema en sus artículos 150-4, 290, 300-6 y 40 Transitorio, respectivamente, estableciendo que corresponde al Congreso definir la división del territorio con arreglo a lo previsto en la Constitución, fijar las bases y condiciones para crear, eliminar, modificar o fusionar entidades territoriales y establecer sus competencias; que bajo el cumplimiento de los requisitos y formalidades señalados en la ley y, en los casos que ésta determine, se realizará un examen periódico de los límites de las entidades territoriales y se publicará el mapa oficial de la República; que corresponde a las Asambleas Departamentales con sujeción a los requisitos que señale la ley, crear y suprimir municipios, agregar y segregar términos municipales, y organizar provincias; y que son válidas las creaciones de municipios realizadas por las Asambleas Departamentales antes del 31 de diciembre de 1990.

A su turno, el tema sobre la fijación de límites territoriales tanto departamentales como municipales, fue regulado mediante el Decreto Extraordinario 1222 1986
, artículos 8 a 15 y 82-8, el Decreto Extraordinario 1333 de 1986
, artículo 20 a 29, la Ley 136 de 1994
, artículos 8° a 16 y 117, y la Ley 617 de 2000
, artículos 15 a 17.

Procedimiento para fijación de límites territoriales:

Aduce la demandante que para la expedición del acto acusado, el Decreto 870 de 1974, se omitió el procedimiento para la fijación de los límites municipales previsto en la Ley 62 de 1939 sobre  deslinde y amojonamiento de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios de la República, así como en su Decreto reglamentario 803 de 1940, en los cuales se disponía que previo acuerdo entre los Ministerios de Gobierno y de Hacienda de la época, se procedería a deslindar y amojonar los departamentos, intendencias, comisarías y municipios de la República, a medida del establecimiento del Catastro Nacional y de acuerdo con las disposiciones de la ley.

Para el mencionado efecto se dispuso que el deslinde y amojonamiento  respectivo quedaba a cargo de la Sección Nacional de Catastro del Ministerio de Hacienda de la época; que el ingeniero Catastral haría el deslinde directamente sobre el terreno, en presencia de los representantes de cada una de las entidades interesadas previamente convocadas, marcando sobre el punto topográfico o fotográfico del territorio la línea o líneas que correspondieran a la opinión unánime o diferente de éstos, basada en la interpretación de los textos legales u otras razones y, en último caso, marcando además el trazado técnico que juzgare más adecuado; que el Ministerio de Hacienda debía remitir al de Gobierno los documentos respectivos para su ratificación definitiva, al Senado, tratándose de límites de departamentos, intendencias o comisarías, o a la asamblea departamental, tratándose de municipios, donde se nombrarían las comisiones demarcadoras respectivas. Dicha demarcación ratificada por ellas vendría a ser definitiva y, finalmente, cuando los trabajos hubieren terminado, el Ministerio de Hacienda remitiría al de Gobierno copias auténticas de los planos y documentos respectivos para su distribución entre las entidades políticas interesadas y su publicación en el Diario Oficial.

Adicionalmente, en el decreto reglamentario se estableció que el Instituto Geográfico Militar y Catastral del Ministerio de Hacienda de entonces, (hoy Instituto Geográfico Agustín Codazzi), tendría a su cargo la aplicación de la Ley 62 de 1939 (art. 2°); que cuando se efectuara un deslinde, el Ingeniero Catastral debía elaborar el proyecto de amojonamiento de los puntos característicos y terminada la operación dibujar sobre el foto mosaico el trazado correspondiente para posteriormente enviar al Ministerio de Hacienda un informe de las operaciones y las actas de las sesiones firmadas por todos los interesados y continuar con el trámite indicado.

Sobre el particular, cabe indicar que como prueba allegada al proceso, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi remitió en medio magnético el documento denominado “Guía para el Deslinde y Amojonamiento de las Entidades Territoriales” por él elaborado, del cual cabe resaltar los siguientes aspectos:

La norma que crea un departamento o un municipio determina su territorio, relacionando las fracciones que lo componen o describiendo sus límites, pero éstas a menudo son generales y en ocasiones contradictorias, razón por la cual se debe realizar el deslinde y amojonamiento entre las entidades territoriales con el fin de definir sus límites mediante su descripción, mapificación y materialización, cuya competencia se encuentra radicada en el IGAC.

Conforme se señala en dicha Guía, la determinación del límite es de especial significado por cuanto garantiza la debida seguridad para el manejo de materias tales como las jurisdicciones administrativa, de justicia, electoral, y los aspectos catastral, censal y de regalías y otros aspectos y materias. 

Ahora bien, advierte la Sala que el problema jurídico gira en torno a dilucidar si el Decreto 870 de 13 de mayo de 1974 se expidió por el Gobierno Nacional pretermitiendo los requisitos señalados en la Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940 e incurrió como en los vicios de falsa motivación, violación del debido proceso y expedición irregular, como lo estima la demandante o, por el contrario, se ajusta al ordenamiento legal.

Las pruebas allegadas al proceso:

Entre las pruebas legalmente allegadas y decretadas con tal carácter en el curso del proceso, revisten relevancia las siguientes:

1.- Documento titulado “INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI”. “ACTA DE DESLINDE ENTRE  LOS   MUNICIPIOS DE PAYA Y NUNCHÍA.”

2.-  Documento titulado: “INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI”. “ACTA DE DESLINDE ENTRE  LOS MUNICIPIOS DE NUNCHÍA Y SAN LUÍS DE PALENQUE.”

3.-  Documento titulado “INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI”. “ACTA   DE DESLINDE ENTRE  LOS  MUNICIPIOS DE NUNCHÍA Y YOPAL.”

4.-  En el curso del proceso se decretaron y practicaron dos testimonios a solitud de la parte actora a las personas que adelante se indican,  quienes a las preguntas que se les formularon, respondieron así:

a.- El Ingeniero Geógrafo Jairton Habit Diez Díaz, quien manifestó ser el Coordinador de Deslindes del IGAC, al preguntársele sobre cuál es el apoyo logístico, desde el punto de vista técnico, que brinda la entidad a las autoridades competentes para la fijación de límites de municipios, contestó: “La Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940, estableció la competencia del IGAC de las operaciones de deslinde y amojonamiento de las entidades territoriales basado en los textos normativos que fijan límites a las mismas, es decir que el IGAC realiza el deslinde que consiste en la identificación física (terreno) y cartográfica (mapa) de las descripciones contenidas en dichas normas y adicionalmente adelanta las operaciones de amojonamiento que consiste en la materialización del límite en mención. Una vez realizada la operación de deslinde el IGAC procede a la publicación del mapa oficial de la entidad territorial, o sea más que el apoyo logístico del IGAC lo que hace es dar cumplimiento a las normas que fijan límites.”

Al preguntársele acerca de si “…en este caso en particular tiene usted conocimiento de que los  municipios segregados de Boyacá, integrantes de la Intendencia de Casanare para 1974, ya habían sido alinderados por actos anteriores, en caso afirmativo por favor indíquenos cuáles”, respondió: “El IGAC realizó en los años 1970, 1971 y 1972 diligencias de deslinde de los municipios de Boyacá. En este último año el IGAC elabora el proyecto de ordenanza que contiene los límites de los diferentes municipios que conforman el Departamento de Boyacá, y los remitió para su ratificación a la Asamblea del mismo Departamento sin que esta lo hubiere ratificado. En el año de 1973 el Congreso de la República mediante la Ley 19 creó la Intendencia Nacional de Casanare, en la que en su artículo segundo establece los municipios que la integran  y en el quinto otorga facultades extraordinarias al Presidente para que dicte las normas o estatutos relativos a la organización administrativa y fiscal o referente a la desarrollo económico y social de la Intendencia de Casanare; y en el año 1974 el Gobierno Nacional dentro de sus competencias que la ley le otorga le fijó los límites a los municipios que conformaban dicha intendencia.”
 

b.- El señor Rómulo Zipaquirá, quien manifestó ser Profesional Especializado del Departamento Administrativo de Planeación de Boyacá, al preguntársele  acerca de “…si tal y como se afirma en la demanda, para la expedición del Decreto 870 de 1974 no se contó con los trámites previos que debe adelantar el Instituto Geográfico Agustín Codazzi”, contestó: “No tengo conocimiento al respecto, puesto que la competencia no es de área de desarrollo regional, nuestra competencia es meramente técnica con relación a los sistemas de información geográfica.”

Al preguntársele si “tiene usted conocimiento acerca de cuál era la función del Instituto Geográfico Agustín Codazzi para la época de expedición del Decreto 870 de 1974 respecto de la fijación de límites de los entes territoriales”, contestó “No sé, no la conozco con detalle.”

 5.- En el curso del proceso, a instancias de la parte actora, se dispuso oficiar al IGAC para que certificara sobre los siguientes aspectos
:

· Si para la expedición del acto acusado ese Instituto agotó los procedimientos establecidos en la Ley 62 de 1939 y el Decreto reglamentario 803 de 1940.

· Si los límites definidos en las actas de convocatoria en el año de 1972 en los que participó el Municipio de Nunchía con los municipios de Orocué, Paya, Támara, Yopal y San Luís de Palenque y de finidos en el catálogo “Límites del Departamento de Boyacá IGAC 1972” coinciden con los descritos en el acto acusado.

· Si para la elaboración del texto del artículo 64 del documento “Límites del Departamento de Boyacá IGAC 1972” literal e), el Municipio de Orocué y el Municipio de Nunchía suscribieron actas de convocatoria en 1972, explicando la razón para que en el acto acusado este límite no aparezca y, finalmente, para que envíe sendas copias de las actas de convocatoria de límites realizadas con asistencia técnica y científica del Instituto en 1972 entre los municipio de Yopal, Orocué, Trinidad, San Luís de Palenque, Hato Corozal, Paz de Ariporo, Sácama, La Salina, Támara, Nunchía, Pore, Aguazul, Maní, Monterrey, Tauramena, Sabanalarga, Chámeza y Recetor.

El IGAC respondió al mencionado requerimiento mediante oficio de 31 de mayo de 2007
, en el cual manifestó:

“En cumplimiento de lo establecido en la Ley 62 de 1939 y el Decreto Reglamentario 803 de 1940, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi realizó entre 1970 y 1972 el deslinde de los municipios de Yopal, Aguazul, Chámeza, Hato Corozal, La Salina, Maní, Monterrey, Nunchía, Orocué, Paz de Ariporo, Pore, Recetor, Sabanalarga, Sácama, San Luís de Palenque, Támara, Tauramena y Trinidad, pertenecientes en ese entonces al Departamento de Boyacá.

Los resultados de las diligencias de deslinde quedaron plasmados en las respectivas actas de deslinde suscritas por alcaldes y personeros municipales, y por el Ingeniero del IGAC que realizó la diligencia en el terreno.

De tales actas sólo se firmaron en desacuerdo (líneas diferentes) las actas entre Nunchía y San Luís de Palenque, Paz de Ariporo y Támara, Hato Corozal y Támara, Maní y Orocué, y Nunchía y Yopal. Por otra parte, los límites entre Monterrey y Támara, Monterrey y Sabanalarga, Sabanalarga y Tauramena, y Aguazul y Tauramena tienen soporte en ordenanzas; los demás límites eran tradicionales y no se regían por normatividad alguna.

Con base en las actas de deslinde el IGAC elaboró un proyecto de ordenanza que el Director General remitió a la Asamblea Departamental de Boyacá, mediante oficio 06-2/9194 del 14 de noviembre de 1972, cuya copia se adjunta al presente. De esta manera el IGAC agotó los procedimientos establecidos en la Ley 62 de 1939 y su Decreto reglamentario 803 de 1940. Posteriormente dicho proyecto sirvió de base para la elaboración y expedición del Decreto 870 de 1974.

En relación con las actas de deslinde, el catálogo “Limites del Departamento de Boyacá IGAC 1972”, o sea, el proyecto de ordenanza de 1972, y el Decreto 870 de 1974, es la siguiente: 

Los límites entre Nunchía y Támara contenidos en las actas de deslinde de 9 de mayo de 1972 son iguales tanto a los del proyecto de ordenanza de 1972 como a los del Decreto 870 de 1974.

Los límites entre los municipios de Nunchía y Orocué contenidos en el acta de deslinde de 6 de junio de 1972 son iguales a los del proyecto de ordenanza de 1972, pero diferentes a los del Decreto 870 de 1974.

Los límites entre los municipio de Nunchía y Yopal contenidos en el acta de deslinde de 12 de junio de 1972 (en desacuerdo) son diferentes tanto a los del proyecto de ordenanza de 1972 como a los del Decreto 870 de 1974.

Los límites entre los municipio de Nunchía y San Luís de Palenque contenidos en el acta de 6 de junio  de 1972 (en desacuerdo) son diferentes tanto a los proyecto de ordenanza de 1972 como a los del Decreto 803 (sic) de 1974.

Los límites entre los municipio de Nunchía y Paya contenidos en el acta de deslinde de 26 de abril de 1972 son iguales a los del proyecto de ordenanza de 1972, pero no aparecen en el Decreto 870 de 1974.

Para el texto del catálogo “Límites del Departamento de Boyacá IGAC 1972, o proyecto de ordenanza de 1972, literal e, los municipios de Orocué y Nunchía suscribieron el acta de deslinde de fecha 6 de junio de 19 de 1972. Desconocemos las razones por las cuales este límite no aparece en el Decreto 870 de 1974.

Se anexan fotocopias de las actas de deslinde de los municipios de Yopal, Orocué, Trinidad, San Luís de Palenque, Hato Corozal, Paz de Ariporo, Sácama, La Salina, Támara Nunchía, Pore, Aguazul, Maní, Monterrey, Tauramena, Sabanalarga, Chámeza y Recetor.

Finalmente se adjunta copia del documento denominado catálogo “Limites del Departamento de Boyacá IGAC 1972” o proyecto de ordenanza de 1972, de la parte pertinente a los municipios de Boyacá.

….”
EXAMEN DE LOS CARGOS:

En relación con el primer cargo.- En él se plantea el desconocimiento de los procedimientos previos a la expedición del acto acusado, señalados en la Ley 62 de 1939 y en el artículo 2° del Decreto 803 de 1940, con el argumento de que no pueden tenerse como tales los realizados con antelación por el IGAC para fijar los límites del Departamento de Boyacá, pues los límites municipales en él señalados no coinciden con los establecidos por dicha entidad.

Para tal efecto, se hacen las siguientes precisiones:

1.- La Ley 19 de 28 de noviembre de 1973
 creó la Intendencia de Casanare, mediante segregación territorial del Departamento de Boyacá, y en ella se determinó que estaría integrada por los Municipios de Paz de Ariporo, Trinidad, Aguazul, Támara, Yopal, San Luís de Palenque, Orocué, Nunchía, Hato Corozal, Monterrey, Maní, Pore, Sácama, Tauramena, Sabanalarga, La Salina, Chámeza y Recetor. En su artículo 5° revistió al Presidente de la República de facultades extraordinarias para que en el término de 6 meses a partir de su sanción procediera a dictar las normas o estatutos relativos a su organización administrativa, y fiscal o referente al desarrollo económico y social de la Intendencia. 

2.- El Decreto 870 de 1974, “por el cual se fijan los límites de los diferentes Municipios en que se divide la Intendencia de Casanare”, que constituye el acto acusado, se expidió por el Presidente de la República “…en desarrollo de las facultades que le confiere el artículo 4° de la Ley 2° de 1943
” que, en lo pertinente, dispone:

“ARTÍCULO 4°.- Corresponde al Gobierno Nacional, en las Intendencias y Comisarías, crear y suprimir Municipios y Provincias y agregar o segregar términos municipales, con arreglo a las bases de población y demás condiciones que determinen las leyes sobre la materia.

(…)”  (subrayas fuera de texto)

3.- En el artículo vigésimo del indicado acto, se consigna expresamente que “Los límites que se fijan en el presente Decreto, corresponden a los que se hallan dibujados en las planchas elaboradas en el Instituto Geográfico ´Agustín Codazzi´, conforme a las disposiciones de la Ley  62 de 1939  y del Decreto 803 de 1940
.” (subrayas fuera de texto)

4.- Como atrás se dijo, la demandante predica en este cargo la violación genérica de la Ley 62 de 1939
, la cual consta de 13 artículos, que tratan sobre los procesos que deben seguirse para el deslinde y amojonamiento de las entidades territoriales, y atribuye a la Sección Nacional de Catastro del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (hoy Instituto Geográfico Agustín Codazzi) la función de llevar a efecto el deslinde y amojonamiento a que haya lugar.

Lo anterior es claramente indicativo para la Sala, que mediante el acto acusado el Gobierno Nacional no fijo de manera discrecional ni caprichosa los límites de los municipios de Casanare, sino que procedió a ello con base en las planchas elaboradas por IGAC, entidad que tenía asignada esa función por la Ley 62 de 1939 y el Decreto 803 de 1940 y en los términos en ellos establecidos.

En otros términos, como quiera que la función de fijar los límites de los municipios que por virtud de la ley integraron para ese entonces la Intendencia de Casanare correspondía al IGAC y no al Gobierno Nacional, y habida cuenta que esa dependencia del Estado ya había realizado dicha tarea con miras a definir los límites de los municipios de Boyacá, dentro de los que encontraban los que posteriormente formaron parte de la intendencia de Casanare, no existió impedimento legal alguno para que el acto acusado se remitiera a aquellos que se hallan dibujados en las planchas que elaboró el IGAC de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 62 de 1939 y su decreto reglamentario 803 de 1940. 

Por consiguiente, si en el acto administrativo acusado -que como todos los de la misma naturaleza se hallan revestidos de la presunción de legalidad-, se plasmaron los límites de los diferentes municipios de la Intendencia de Casanare, correspondía a la parte actora demostrar fehacientemente que estos no corresponden a los que aparecen dibujados en las referidas plancha elaboradas por el IGAC, o que dichas planchas no fueron elaboradas conforme a dichas normas, aspectos éstos que no se plantearon en la demanda ni fueron desvirtuados en el curso del proceso.

De otra parte, la Sala considera que el hecho de que en la comunicación del IGAC allegada al proceso se exprese que algunos de los límites intermunicipales que aparecen en el decreto acusado no están acordes con los que aparecen en las Actas de Deslinde que suscribieron los representantes de los municipios, o que están consignados en el proyecto de ordenanza que remitió a la Asamblea de Boyacá, tampoco desvirtúa la presunción de legalidad de dicho acto, por la sencilla razón de que el Gobierno Nacional, conforme al artículo 4° de la Ley 2° de 1943 y en relación con las intendencias y comisarías, estaba plenamente facultado para agregar o segregar términos municipales con arreglo a la base de población y demás condiciones establecidas en las leyes sobre la materia, y no existe alegación ni prueba alguna de que el Gobierno Nacional hubiera obrado por fuera del marco de dicha competencia o sin el cumplimiento de los requisitos señalados en la indicada norma.

Por consiguiente, el cargo no prospera.

En relación con el segundo cargo.- En él se plantea que el acto acusado incurre en falsa motivación por el hecho de que carece de ella y que el Gobierno Nacional no podía expedirlo sin seguir el procedimiento legalmente establecido para fijar los límites municipales.

Al respecto, la Sala considera que tal acusación no ha de prosperar, por cuanto no es posible jurídicamente censurar un acto administrativo de incurrir en falsa motivación cuando éste carece de ella.

En el presente caso podrá hablarse de falta de motivación, pero de no del vicio que se le atribuye.

Al respecto, cabe indicar que la jurisprudencia de esta Corporación se ha pronunciado sobre la existencia jurídica de estas dos figuras, en los siguientes términos:

“(…)

Por otro lado, la falta de motivación es una situación distinta de la falsa motivación, ya que aquella puede conducir a un vicio de forma, cuando el acto administrativo debe ser motivado, en la medida en que así lo disponga una regulación específica v.gr. los actos administrativos contemplados en el artículo 135 en cita, a los cuales no corresponde el acto acusado, lo que constituye un problema de examen formal de la existencia de la motivación del acto; mientras que la segunda situación es un vicio de fondo o sustancial en cuanto se da en las razones de hecho o de derecho que sirven de fundamento al acto, lo cual significa un problema fáctico o jurídico, en la medida en que es puramente probatorio o de adecuación normativa.”

Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera que la ausencia de motivación del acto acusado tampoco constituiría un vicio que se le pudiera atribuir, en la medida en que norma alguna imponía a Gobierno Nacional la obligación de expresar los motivos que lo impulsaron a expedirlo, los cuales debe presumirse  que lo fueron en el interés general de desarrollar las facultades que le confería  el artículo 4° del Ley 2° de 1939.

En relación con cargos tercero y cuarto, en los cuales se alega el quebrantamiento del debido proceso y la expedición irregular del decreto demandado por no dar aplicación a la Ley 62 de 1939 y al Decreto reglamentario 803 de 1940, la sala igualmente considera que adolece de vocación de prosperar, por las mismas razones expresadas en el análisis del primer cargo. 

En las anotadas condiciones, establecido como se encuentra que el Gobierno Nacional profirió los actos acusados dentro del ámbito de sus competencias legales, y que en manera alguna incurrió en quebrantamiento de las disposiciones de orden legal que se invocan en la demanda, habrá de denegarse las pretensiones de la demanda, como en efecto se procederá en la parte dispositiva de esta providencia.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

PRIMERO.- Declárase no probada la excepción de cosa juzgada propuesta por el Departamento de Boyacá.
SEGUNDO.- DENIEGANSE las suplicas de la demanda.
En firme esta providencia, previas las anotaciones de rigor, archívese el expediente.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha. 

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO      MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ

     Presidente

MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO         GUILLERMO VARGAS AYALA 
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